Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 12 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El Director de Relaciones Corporativas de Negocios para América Latina de la planta UPM 
remite invitación para que integrantes de la Comisión, conjuntamente con los de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y Medio Ambiente realicen una visita a la planta el próximo jueves 21 de junio. 


La Comisión de Medio Ambiente de la Cámara de Senadores remite nota adjuntando copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la señora Edila de la Junta Departamental 
de Maldonado, relacionadas con una empresa operadora de televisión por cable de ese departamento.” 


(Ingresan a Sala el señor Director Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Conexión 
Audiovisual, del Ministerio de Industria, Energía y Minería y sus asesores) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene mucho gusto en 
recibir a la tan amplia y distinguida delegación que nos visita en el día de hoy a los efectos de analizar 
el proyecto de ley relativo a las actividades postales. 


SEÑOR DE COLA.- Buenas tardes y gracias por recibirnos. 


Mi nombre es Sergio De Cola, soy el Director Nacional de Telecomunicaciones -Dinatel- y me 
gustaría presentar al equipo que me acompaña en el día de hoy que, en realidad, es parte de los 
integrantes de la comisión de trabajo interdisciplinario que estuvo trabajando en la redacción del 
proyecto de ley que está a estudio de esta Comisión. Ellos son: la contadora Graciela Pérez Montero, 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; la doctora Carol Dolinkas y el economista Luis González, 
de la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones -Ursec-; la economista María José Franco y 
el ingeniero Juan Piaggio, de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones, y el contador Fernando 
Garín y el ingeniero Richard Lezcano, de la Administración Nacional de Correos. 


El señor Ministro de Industria, Energía y Minería me solicitó que concurriera a esta Comisión a 
efectos de responder las consultas que pudieran surgir con respecto al proyecto de ley en 
consideración. Asimismo, entendió oportuno que participaran varios de los integrantes del equipo de 
trabajo -algunos de ellos están fuera del país o no pudieron asistir por motivos de agenda- ya 
que cada uno de ellos se ha especializado en alguna parte en particular de los distintos aspectos que 
componen esta iniciativa. 


Estamos a disposición, entonces, para aclarar cualquier duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos gustaría que se realizara una presentación en general del proyecto de ley 
para luego comenzar a trabajar sobre el articulado. 


SEÑOR DE COLA..- El proyecto de ley enviado recoge de alguna forma los lineamientos de política del 
sector postal que fueron definidos a nivel del Ministerio de Industria, Energía y Minería, y del Poder 
Ejecutivo. Su objetivo principal es establecer un marco regulatorio actualizado en lo que tiene que ver 
con las actividades postales en el territorio nacional. 


La situación actual del sector postal en Uruguay reviste distintas características, algunas de 
las cuales se dan a nivel internacional y otras son propias de la realidad uruguaya. Se debe tener en 


cuenta que los servicios postales son esenciales para el desarrollo de la actividad de toda la sociedad; 
son considerados un derecho fundamental y de alguna forma constituyen una de las actividades que el 
Estado debe garantizar. Ello está recogido no solamente en las legislaciones vigentes en nuestro país, 
sino que a nivel internacional se toma el concepto del Estado como garante de un conjunto de servicios 
postales. Así, se define al servicio postal universal -como se refleja en este proyecto de ley y en la 
realidad de muchos países- como el conjunto de servicios de estas características que son el mínimo 
imprescindible que debe ser garantizado por el Estado, que es uno de los componentes esenciales de 
este marco normativo. 


¿Cuál es la realidad del mercado postal uruguayo? Que existe un mercado bastante 
significativo. Si tenemos en cuenta los volúmenes, podemos decir que se realizan alrededor de 
120:000.000 de envíos o transacciones en el correr del año, lo que representa un movimiento de 
aproximadamente US$ 160:000.000. Sin duda, los servicios postales representan una actividad que 
por sí misma es significativa y lo es aún más si tenemos en cuenta los servicios que estos brindan a los 
demás sectores de la actividad económica en general. Comparado a nivel internacional, la cantidad de 
envíos y el volumen de negocios involucrados en el sector postal del Uruguay es bajo en relación al 
Producto Bruto Interno. De cualquier modo, la situación demuestra que todavía hay posibilidades de 
desarrollo para el sector. Una de las causas que se detectan como posible origen de esta problemática 
es, justamente, que el mercado no está correctamente regulado, que está abierto en competencia para 
los distintos operadores -esto ha generado la aparición de más de cien operadores privados- pero que 
adolece de diferentes problemas. Por ejemplo, la alta fragmentación impide la existencia de economías 
de escala apropiadas para desarrollar en forma eficiente los servicios; hay un grado muy alto de 
informalismo en el mercado postal y una cantidad importante de autodistribución pues muchos 
organismos públicos o privados tienen su propio sistema de distribución de correspondencia o 
encomiendas. Como decía, hay una fragmentación importante en el sector y la ausencia de 
mecanismos claros de contralor y de regulación hacen que este mercado no se desarrolle en forma 
efectiva. 


Uno de los objetivos principales de este proyecto de ley es establecer ese conjunto de reglas 
para la totalidad del sector postal. Las normativas vigentes se basan en las atribuciones, funciones y 
potestades de la Administración Nacional de Correos pero no hay una legislación que englobe el sector 
en su totalidad. Justamente, este proyecto de ley busca atacar esa problemática. 


Se han observado también problemas de eficiencia. Por ejemplo, una de las dificultades 
detectadas en el mercado es que el sector personas tiene tarifas peores que el sector empresas. Esto 
ocurre porque el sector empresas logra ciertas economías de escala al negociar con los operadores 
privados que no se trasladan a las personas o ciudadanos que quieren realizar sus transacciones. 
Como decíamos anteriormente, esto es muy importante porque un servicio postal eficiente forma parte 
de la economía. Hoy por hoy, a nivel mundial, las transacciones electrónicas permiten la compra a 
distancia en particular dentro del territorio nacional, pero también se pueden hacer a nivel internacional. 
Dentro del territorio nacional la compra a distancia debe estar acompañada de una correcta red de 
distribución que permita hacer llegar los bienes adquiridos a los destinatarios o ciudadanos que 
realizan esas compras, así como a las pequeñas y medianas empresas. Quiere decir que hay toda una 
cadena productiva que se ve impactada por la eficiencia que pueda tener o no el sistema postal. Por 
eso, entendemos que hay muchas líneas de acción para llevar adelante en este sector y que se 
requiere de un marco regulatorio apropiado que establezca derechos y obligaciones, tanto para los 
usuarios del sistema como para todos los operadores, ya sea el público -Administración Nacional de 
Correos- como los privados que brindan estos servicios. 


El proyecto de ley define el alcance del servicio postal universal. Hay una readecuación del 
alcance actual que tiene ese servicio en Uruguay -que estaba limitado a la correspondencia o a las 
cartas y que ahora se le agregan las encomiendas- en forma totalmente alineada con las 
recomendaciones de la Unión Postal Universal. A nivel internacional, hoy se reconoce que el servicio 
postal que debe garantizar el Estado no solo involucra a la correspondencia o cartas sino también a la 
encomienda de pequeño volumen. Es así que, por un lado, este proyecto de ley busca definir al 
Servicio Postal Universal y, por otro, clarificar la fuente de financiamiento que debe tener. Para ello, se 
crea un Fondo de Financiamiento que se alimenta de una tasa que se cobra sobre los envíos de los 
distintos productos de encomiendas. Todos los operadores, incluyendo la Administración Nacional de 
Correos, la van a pagar cuando realicen un servicio distinto del Servicio Postal Universal. Ese Fondo 


de Financiamiento permitirá llevar adelante la universalización del servicio, la que aparece definida con 
ciertas características en lo que hace a la cobertura. En efecto, se dice qué ciudades van a ser 
cubiertas con el servicio: para el caso de la correspondencia, se habla de ciudades de más de 
quinientos habitantes y, para el caso de encomiendas, de más de cinco mil. Asimismo, se manejan 
parámetros de calidad, es decir que se estipula cuánto pueden demorar los envíos y las entregas 
dentro de ese territorio. Se establece que los controles de calidad serán prestados por el organismo 
regulador: la URSEC. A su vez, se encomienda y se designa a la Administración Nacional de Correos 
como el organismo responsable de la ejecución del Servicio Postal Universal. 


Por otra parte, se establecen los derechos de los usuarios del correo; se fortalece el concepto 
de inviolabilidad de la correspondencia y del secreto de las comunicaciones, ya sean cartas o 
encomiendas. En materia de obligaciones de los distintos operadores, se dice que todo el sistema 
postal debe respetar esos derechos y se busca que aquellos operadores que realizan más de una 
actividad -como ocurre al día de hoy- lleven una contabilidad separada por actividad de forma tal de 
auditar lo que realmente están cobrando, pues se van a dar subsidios cruzados en ese servicio postal. 


Pasaremos ahora a repasar los distintos capítulos del proyecto de ley. En el Capítulo | se 
define el objeto, los principios generales y ámbitos de la ley. 


En el Capítulo ll se establecen los conceptos más utilizados: el regulador, los operadores 
privados, las personas jurídicas habilitadas, los prestadores de servicios postales, los autoprestadores, 
es decir, los que realizan actividades de distribución postal con recursos propios que van a aportar a 
este Fondo de Financiamiento para el Servicio Postal Universal. 


En el Capítulo Ill se establecen los derechos y obligaciones de los usuarios de servicios 
postales. 


En el Capítulo IV se especifica el concepto de Servicio Postal Universal y la tasa de 
financiamiento. 


Me acotan que quizá quedó confusa la explicación que realicé sobre la tasa de financiamiento 
del Servicio Postal Universal. Repito: el aporte de esta tasa lo hacen los usuarios del sistema al 
contratar los servicios y los operadores privados actúan como agentes de retención. Todos hacen el 
aporte, inclusive aquellos que tienen carácter de autoprestador, es decir, los que realizan distribución 
con recursos propios. 


En el Capítulo V establece el régimen general para la prestación de servicios postales. 


En el Capítulo VI se especifica el papel que cumple la Unidad Reguladora de Servicios de 
Comunicaciones. Es la que se encarga del control y del registro de todos los operadores privados, la 
revisión de calidad del servicio postal que brinda la Administración Nacional de Correos y, además, 
realiza la recaudación y administración de la tasa para volcarla al Fondo. 


El Capítulo VII se refiere a la Administración Nacional de Correos, planteando concretamente 
algunas modificaciones a su Carta Orgánica para adecuarla a lo establecido en el proyecto de ley. 


El Capítulo VIIl habla de los operadores privados, en particular, de la obligación de su 
registro, de una licencia que deberán renovar y de cumplir con las formalidades para poder brindar los 
servicios postales. 


En el Capítulo IX se hace hincapié en el registro de los prestadores y su obligación de cumplir 
con los requisitos que establezca la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones. Una de ella 
es verter mensualmente a la Unidad el producido de la tasa de financiamiento. 


Los últimos dos Capítulos son más formales: el X se refiere a las derogaciones normativas y el 
Xl a las disposiciones transitorias. 


Esta sería la forma en que está organizado el proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- Agradezco la visita del Director de la Administración Nacional de Correos y de la 
delegación que lo acompaña. 


Creo que este es un tema realmente importante y me gustaría que se hicieran algunas 
aclaraciones o recibir una información con la que pueda manejarme. 


En primer lugar, el señor Director habló de 120:000.000 de transacciones anuales que serían 
nacionales e internacionales, lo que supondría una facturación de US$150:000.000. Estamos 
hablando de una cifra importante. 


Si no me equivoco, para hacer este estudio fue necesario elaborar un plan estratégico. 
¿Podemos disponer de este plan? Lo pregunto porque creo importante analizarlo habida cuenta de que 
es la base de donde provienen los elementos más significativos. 


Por otro lado, tengo entendido que actualmente la Administración Nacional de Correos recibe 
un subsidio -si no me equivoco, es de unos cuantos millones de dólares- por la vía del Presupuesto 
quinquenal y que está relacionado con el Servicio Postal Universal, es decir con la necesidad de que el 
Correo pueda cumplir -así lo expreso el señor Senador Heber y consta en alguna versión taquigráfica- 
con la piedra que tiene sobre sus hombros: tener que ir a los lugares más recónditos del país para 
cumplir con sus servicios. 


En una versión taquigráfica leí las palabras expresadas por uno de los funcionarios del 
Correo que concurrió aquí, al Parlamento, que decía que el objetivo era no tener más subsidios; es 
decir, alcanzar una empresa que pudiera competir en forma regular, más allá de la diferenciación que 
tiene en materia de Servicio Postal Universal, y que el Estado lo garantice desde el punto de vista 
jurídico en la ley. 


La pregunta es: ¿se estaría en condiciones de absorber el déficit actual del Correo con un 
funcionamiento normal de los distintos competidores? Si no me equivoco, puede ser que se compita 
con ciento treinta actores adicionales. Tengo entendido que en el mercado informal no hay un número 
determinado y quizás uno de los elementos de la ley sea tratar de blanquear el tema. 


La tasa va a financiar un fondo que va a estar vinculado al Servicio Postal Universal y va a 
haber una competencia. Hay dos palabras que se utilizan en el texto de este proyecto de ley: 
“concurrencia” y “competencia”. ¿Qué diferencia hay entre una y otra? 


Me gustaría saber también cuál es vuestra posición respecto a la política nacional postal - 
tema que siempre hemos sostenido- que la define el Poder Ejecutivo, y las funciones de la Unidad 
Reguladora que de alguna manera trata de limitar los factores dominantes en un régimen de 
competencia. 


Pregunto: ¿estamos en condiciones? El sindicato dijo que ahora no necesitamos más 
subsidios, que a través de una ley había que asegurar una competencia adecuada y siempre que 
hubiera un blanqueo adecuado dentro de la formalidad, estaríamos en condiciones de competir en 
estos términos. 


Hago estas preguntas para ubicarme en el contexto. 


Por otro lado, también hay que tener en cuenta el tema de las cartas y las encomiendas, que 
es muy importante. Creo que el límite son 20 kilos y están agregados ahora a este tema. 


Por último, para poder entender la finalidad de la ley me gustaría saber si realmente el 
sistema permite que la Administración Nacional de Correo, en competencia con esa diferenciación, 


esté en condiciones de decir que no necesita más subsidios, que es a lo que aspiraba el sindicato. 


SEÑOR DE COLA.- Efectivamente, existe un plan estratégico y una hoja de ruta de la que ha surgido 
todo el modelo económico. Si los señores Senadores lo desean, con gusto les podemos hacer llegar 
esa información. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera formular otra pregunta para sumar a las anteriores, ya que en su momento 
olvidé hacerlo. 


En cuanto a la definición de persona jurídica habilitada, que es una figura especial que está en 
la última parte del texto, quisiera saber qué características tiene y por qué se llama de esa manera. 


SEÑOR DE COLA.- Con respecto al tema del déficit actual y el subsidio que recibe la Administración 
Nacional de Correos, debo decir que este proyecto de ley apunta a resolver parte de sus causas, en 
particular en lo que tiene que ver con una situación de competencia desleal que no tiene solamente la 
Administración Nacional de Correos, sino también los operadores privados formales. Hay un mercado 
fuertemente informalizado y segmentado; de hecho, hay más de cien operadores formales, e 
informales hay muchos más. Eso genera una clara distorsión y además la realidad indica que no se 
han logrado los niveles de inversión apropiados para brindar servicios de buena calidad. 


De manera que la iniciativa busca resolver el problema del marco normativo, pero con eso no 
alcanza porque es necesario transformar a la Administración Nacional de Correos en cuanto a sus 
capacidades operativas. En realidad, dentro de los lineamientos políticos que ha establecido el Poder 
Ejecutivo figura un plan de modernización, tanto a nivel de tecnología de la información como de 
infraestructura de la Administración Nacional de Correos, que apunta a lograr un nivel de eficiencia 
que, combinado con los ingresos de la tasa de financiación de ese fondo y con un mercado con un 
grado de formalismo y de competencia más claro y eficiente, permita eliminar la transferencia que hace 
Rentas Generales, es decir, el Estado, hacia el ente Correos, para cubrir el Servicio Postal Universal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Existe un plazo estipulado para esto? 
SEÑOR DE COLA.- Según los modelos económicos planteados, las proyecciones son a cinco años. 


En cuanto a la importancia de incorporar las encomiendas al Servicio Postal Universal, debo 
mencionar dos realidades. La correspondencia, la carta, si bien se sigue utilizando, es un medio de 
comunicación que se ha ido sustituyendo por otros formatos de tipo electrónico, lo que claramente 
implica una reconversión y una necesidad de los operadores postales y, en particular, de la 
Administración Nacional de Correos, en cuanto a tener creatividad a fin de lograr complementarlos. 
Digo esto porque es imposible competir contra el correo electrónico o sistemas de ese tipo pero se 
pueden implementar herramientas complementarias como entrega con certificación, impresión de 
correos para certificar la entrega, etcétera. Quiere decir que hay una cantidad de nuevos servicios y 
productos que aparecen, que forman parte de esa transformación tecnológica y de operación que 
requiere el correo para poder adaptarse. 


Las encomiendas conforman el sector que más se ha desarrollado a nivel mundial en los 
servicios postales. Justamente, lo mismo que permitió reemplazar las cartas por el correo electrónico 
hizo posible la compra a distancia y el comercio electrónico, lo cual deriva muchas veces en una 
mercadería que debe ser desplazada físicamente. Ahí surge la necesidad de que eso forme parte de 
los derechos que todo ciudadano debe poder hacer efectivos en toda la República. 


Para referirnos a las diferencias entre los términos “concurrencia” y “competencia”, le voy a 
pedir a la contadora Pérez Montero que me asista. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Quisiera hacer algunas aclaraciones en cuanto a lo que mencionaba el 
Senador Abreu sobre la diferenciación entre la tasa de financiamiento del Servicio Postal Universal y el 
subsidio que se presta. Actualmente, se presta ese subsidio así como parte de la tasa de 


financiamiento del Servicio Postal Universal, porque ello fue determinado en la Ley N* 17.930, creo que 
en sus artículos 77 a 79. 


Ahora bien, de hecho el Correo ya está prestando el Servicio Postal Universal y lo único que 
reconoce esta ley es otra anterior, la Ley N* 18.278, que lo que hace es otorgar un rango legal a los 
acuerdos que se celebraron con la Unión Postal, reconociendo bajo el marco jurídico de un rango legal, 
lo que es el Servicio Postal Universal. La Ley N* 17.930 había establecido en su momento una tasa fija 
de financiamiento del servicio postal; a mi juicio, no tenía ninguna relación entre la prestación directa 
del Servicio Postal Universal y el financiamiento que estaba determinado por la tasa. Se trataba de una 
tasa con un valor muy ínfimo, cuya recaudación rondaba aproximadamente los $ 70:000.000 
o $ 75:000.000 por año, que es lo que recauda hoy. El subsidio que hoy presta Rentas Generales al 
Correo junto con la tasa de financiamiento del Servicio Postal Universal representa una cifra de 
alrededor de $ 560:000.000 para este año. Entonces, el valor de la tasa de financiamiento 
del servicio postal establecido por la Ley N* 17.930 no tenía relación directa con el costo de prestación 
del Servicio Postal Universal. 


SEÑOR ABREU.- Era más un precio que una tasa. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Exacto. En realidad, no tenía relación y por lo tanto siguió basándose 
mucho en lo otorgado a través de Rentas Generales, Inciso 021 del Presupuesto Nacional. Lo que 
hace este proyecto de ley es reconocer esa realidad y, a su vez, permite -actualmente también se 
puede, pero aquí se aclara la realidad para que los operadores sepan a qué se enfrentan- que el 
Servicio Postal Universal como tal solamente sea prestado por el operador designado, que es la 
Administración Nacional de Correos. Decimos esto porque el Servicio Postal Universal debe cumplir 
determinadas condiciones -no solamente en términos de productos- en cuanto a las cartas y paquetes 
y debe llegar a todo el país en determinadas condiciones de calidad, tanto en tiempo como en precio. 


Entonces, ese tipo de prestación de servicio, bajo esas calidades únicas, es lo que se define 
como Servicio Postal Universal y solamente puede ser prestado -con el cumplimiento de las 
condiciones también únicas- por el operador designado, que es la Administración Nacional de Correos. 
Eso no significa que operadores postales privados -dado que no tenemos otro operador público que no 
sea el Correo- puedan concurrir a prestar un servicio, que puede ser semejante al Servicio Postal 
Universal, pero no idéntico porque no están obligados a cumplir las condiciones de calidad, en tiempo 
y en precio para todos los habitantes de la República. De modo que se reconoce la existencia de la 
concurrencia -que puede ser prestada por operadores privados postales como por cualquier otra 
persona jurídica habilitada- pero el único que puede prestar el Servicio Postal Universal, bajo las 
condiciones estrictas de su definición, es el Correo. Por lo tanto, dado que es el único prestador del 
SPU, es el único que tiene derecho a percibir su tasa de financiamiento. Se distinguen los conceptos 
de competencia y concurrencia porque el Correo compite en igualdad de condiciones en el mercado 
postal, fuera del ámbito del SPU, con cualquier operador -básicamente privado-; pero no compite y sí 
concurre con operadores privados postales en el SPU. La definición en sí misma de SPU, en términos 
de calidad -salvo que los representantes del Correo aquí presentes me quieran corregir, lo cual 
aceptaría con placer porque saben más que yo de este tema- solamente lo va a prestar la 
Administración Nacional de Correos. Lo único que hace la ley es reconocer algo que ya existe y lo 
trata de regular porque el sector no tiene un marco general -salvo normas muy aisladas y la definición 
del Servicio Postal Universal en la Ley N* 17.930, que era bastante menor- no tiene reglas de juego 
claras que delimiten las actividades y que establezcan qué derechos y obligaciones tiene cada uno de 
los operadores. 


SEÑOR DE COLA.- Si no me equivoco, faltaría responder la pregunta sobre la persona jurídica 
habilitada, que corresponde al artículo 9%. Para ello solicito que el contador Garín haga uso de la 
palabra. 


SEÑOR GARÍN.- En función de lo que comentaba el señor Senador Abreu, me voy a referir antes que 
nada a los estudios previos. Esta ley es una de las etapas del Plan Integral de Reforma y Desarrollo 
Postal que se trabajó conjuntamente con la Unión Postal Universal. El primer eje que se estudió fue la 
propuesta de Servicio Postal Universal que buscaba como resultado definir qué era y en qué 
condiciones el Estado lo iba a hacer, cómo lo iba a financiar, etcétera. Eso fue presentado por el equipo 


técnico que trabajó a nivel de Presidencia en el mes de diciembre de 2010. Posteriormente el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería trabajó conjuntamente en la elaboración de la política sectorial. En este 
sentido, les vamos a hacer llegar los estudios que fundamentan el porqué de todas las 
recomendaciones que se realizan y que aparecen en este proyecto de ley. 


Respecto a las personas jurídicas habilitadas, cuando se estudiaron los actores del mercado 
postal, encontramos que había empresas que realizaban la prestación de servicios postales pero no 
eran consideradas operadores postales. Así se mantienen a los efectos de este proyecto de ley y se 
generan las figuras de las personas jurídicas habilitadas. Textualmente se dice que: “Son aquellas 
personas jurídicas que, previo permiso del Regulador, realicen envíos postales con personal propio o 
por terceros habilitados, con destino a un tercero ajeno a ellas, interviniente en todo el proceso postal o 
en alguna etapa del mismo”. Estamos hablando de aquellas empresas que realizan envíos postales 
con destino a personas o empresas ajenas a ellas. Es el caso, por ejemplo, de las facturas públicas 
que se distribuyen a la población. En definitiva, tienen que ser reguladas porque son envíos postales 
como otros del mercado y son parte del mercado postal. Al respecto, decimos que pueden seguir 
operando pero están reguladas, tienen que participar. Asimismo van a participar en el financiamiento 
del Servicio Postal Universal porque de por sí están afectando al sector en general. Como bien 
señalaba el ingeniero De Cola, la economía de escala en esta actividad es muy importante. Tal como lo 
señalábamos recién, todos aquellos que realizan actividades postales afectan al sector en general y 
por eso consideramos que deben estar. 


También se dice que los autoprestadores son “aquellas personas jurídicas que admiten, 
procesan, transportan o distribuyen envíos de correspondencia y demás envíos postales que circulen 
entre sus propias oficinas”. Es autoprestación cuando el servicio se realiza entre sus sucursales y en 
este caso el regulador no interviene, pero no cuando hay una actividad postal que involucra a la 
población, a una persona física o a una persona jurídica como UTE, Antel, servicios de cable en el 
interior, y otros. 


SEÑOR ABREU.- Si bien no estuve presente en la sesión anterior, leí la versión taquigráfica. Al 
respecto, creo que había un decreto del Poder Ejecutivo que establecía un 15% -si no me equivoco- 
del reparto de correspondencia para la Administración Nacional de Correos. Voy a plantear una 
pregunta que realmente es de fondo. 


Obviamente aquí el mercado más fuerte está constituido por las empresas públicas. Si se 
tiene como clientes a Antel, UTE u OSE se tiene un volumen muy grande del mercado, más allá de 
todo lo que es la competencia privada. ¿Ese 15% se mantiene desde el punto de vista de la política o 
puede ser que en esta ley se establezca que la distribución de las facturas de Antel o de UTE debe 
estar a cargo de la Administración Nacional de Correos? ¿Podemos sustraernos al egoísmo 
institucional de algunas autarquías existentes? 


SEÑOR DE COLA.- No fue intención de este proyecto de ley establecer que las facturas de las 
empresas públicas pasaran a ser distribuidas por el Correo. 


(Dialogados.) 


-Las empresas públicas y cualquier otra institución que realice distribución de 
correspondencia a sus clientes o empleados van a ser consideradas operadores postales particulares 
especiales -por decirlo así- porque no venden ese servicio sino que lo utilizan en sí mismos, pero van a 
aportar a la tasa de financiamiento del fondo del Servicio Postal Universal. 


El objetivo declarado por el Directorio de la Administración Nacional de Correos es lograr 
convencer a las empresas públicas u otro tipo de operadores que la calidad y el precio del servicio que 
ofrece el Correo es tal que vale la pena que le den la distribución de correspondencia que venía 
realizando hasta ahora. De esta forma se podrían optimizar los recursos y la infraestructura que posee 
el ente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como comentario señalo que el lunes 11 de junio recibí la factura de Antel -no 
sé a qué hora la dejaron en la portería de mi edificio- que vencía ese mismo día. 


Consulto a los señores Senadores si están de acuerdo con iniciar el tratamiento de cada uno 
de los artículos. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera saber algo más, porque mientras escuchaba las exposiciones me 
preguntaba si toda esta legislación que nos traen se basa en algún ejemplo que haya en el mundo. 
¿Se basaron en la situación de algún país determinado? Me gustaría saberlo porque podría haber 
legislación comparada que nos ayude en esta materia. 


SEÑORA DOLINKAS.- En realidad, el grupo tomó como referencia varias experiencias a nivel 
internacional, pero el grueso de todo surgió de la legislación española. Esto se debe a que en nuestra 
región existen pocas experiencias regulatorias y no es tan claro el tema de la separación entre 
operador y regulador; esto sí ocurre en Argentina, donde de pronto hay cosas a imitar y otras no, pero 
no sucede en Brasil, porque ellos tienen un régimen monopólico por el que controlan solamente al 
operador público. Por lo tanto, no era comparable. Encontramos alguna cosa nueva en Ecuador; pero 
lo que hicimos básicamente fue inspirarnos en las legislaciones de España y Portugal -que también 
está dentro de los países de impacto que consideramos- sobre todo en la primera de ellas por tener 
una gran cantidad de coincidencias con la nuestra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La Comisión entiende conveniente que analicemos el articulado? 


SEÑORA DALMÁS.- Sí, señor Presidente. Bien podríamos hacer eso ahora -no me opongo- pero 
quiero afirmar la posibilidad de mantener la metodología de esta Comisión: tener a los técnicos a 
disposición durante las sesiones en que se analice el proyecto de ley artículo por artículo. Esta es una 
metodología propia de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios -no sé por qué 
razón-; durante los distintos Gobiernos hemos contado con la presencia de los técnicos -el Director o 
quien se disponga- para que estén aquí, trabajando con nosotros a fin de despejar cualquier duda que 
surgiera en los artículos. Pienso que esa es la forma más eficiente de trabajar, por decirlo de alguna 
manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovecho la oportunidad para consultar a los miembros de la Comisión si 
están en condiciones de reunirnos con el Directorio de la Administración Nacional de Correos el 
miércoles 20. 


SEÑOR ABREU.- No sé si los señores Senadores lo saben, pero la Secretaria Ejecutiva de la Unión 
Postal de las Américas, España y Portugal es uruguaya -si no me equivoco- y creo que es una 
postulante importante a la Unión Postal Universal -lo sé por haberme movido en el ámbito 
internacional- que está compitiendo con un keniata. Por lo tanto, me parece que sería muy interesante 
recibir a personas que tengan conocimiento sobre el tema. Lo digo desde el punto de vista de lo que es 
la proyección internacional, sobre todo, por tratarse de una Secretaria que es uruguaya. Tal vez 
podríamos invitarla para el mismo miércoles 20. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay ningún problema, señor Senador. 
En definitiva, podemos hacer un repaso con algunos comentarios sobre el articulado. 


SEÑOR DE COLA.- Si el señor Presidente lo permite, quisiera ceder el uso de la palabra al ingeniero 
Lezcano. 


SEÑOR LEZCANO.- Ante todo, quisiera contestar algunas consultas realizadas por el señor Senador 
Abreu con respecto al contexto en que ocurre esta propuesta. 


El contador Garín explicó que este proyecto se origina en el contexto del Plan Integral de 
Reforma y Desarrollo Postal, que es una iniciativa de la Unión Postal Universal. Este organismo ha 


formado expertos en esta temática a nivel mundial -Uruguay también cuenta con expertos- y, por lo 
general, la Unión Postal Universal no compromete recursos para la elaboración de un Plan Integral de 
Reforma y Desarrollo Postal en un país si el Estado o su gobierno no han expresado su voluntad ni 
formulado su compromiso. Precisamente, el Estado uruguayo manifestó su compromiso con respecto a 
la reforma postal y en ese contexto ocurre el Plan Integral que comprende cuatro etapas claves que 
son: la definición del Servicio Postal Universal -como explicaba el contador Garín- cosa que ocurrió en 
Uruguay en diciembre de 2010; la definición de la política sectorial que el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería publicó en febrero de 2012; la reforma legal que comprende el proyecto de ley 
postal y su reglamentación además de los planes de desarrollo del operador designado; y, por último, 
la modernización del operador designado, que comprende básicamente los cambios organizativos, 
tecnológicos y comerciales que se requieran para que este cumpla con las obligaciones que son del 
Estado. Recordemos que el Estado tiene obligaciones internacionales en cuanto a la prestación del 
Servicio Postal Universal y encomienda la ejecución de esa obligación a un operador designado que, 
por lo general, es el operador público, pero no necesariamente tiene que ser así. En algunos Estados 
no es el operador público el designado para la prestación del SPU. Es importante que tengamos claro 
que la prestación del Servicio Postal Universal es una obligación del Estado, que este ha internalizado 
a través de la ratificación de actas de la Unión Postal Universal, es decir que forman parte de nuestro 
ordenamiento jurídico y que en el cumplimiento de esa obligación internacional proponemos que 
designe a la Administración Nacional de Correos como operador. 


En definitiva, en cuanto a la pregunta del señor Senador Abreu respecto al contexto podemos 
decir que es el Plan Integral de Reforma y Desarrollo Postal, que es una iniciativa de la Unión Postal 
Universal, que tiene un informe metodológico bastante generalizado, que se viene aplicando en 
múltiples países de la región, que en Uruguay se viene empleando desde 2006 y su primer producto 
fue la definición del Servicio Postal Universal, en diciembre de 2010. A esto le siguió la formulación de 
las políticas y ahora este proyecto de ley; en la medida en que esta iniciativa tenga feliz término, le 
seguirán las iniciativas de modernización del operador designado, más la reglamentación de la ley. 


Ahora sí me gustaría avanzar en el articulado del proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- La modernización que menciona el ingeniero Lezcano, ¿depende de recursos 
financieros de cooperación internacional o de los que están incluidos en la próxima Rendición de 
Cuentas? 


SEÑOR LEZCANO.- En realidad, su origen no está determinado aún; algunos podrían ser 
presupuestales, pero se apunta a que sean extrapresupuestales debido a la magnitud de las 
inversiones de que estamos hablando. En otra instancia o cuando comparezcan las autoridades de la 
Administración Nacional de Correos podemos entrar en los detalles acerca de qué implica esa 
modernización que tiene que ver con el fortalecimiento de la Red Nacional Postal y con algunas 
infraestructuras. Tal vez viene a cuento aquí lo que planteó el ingeniero De Cola en el sentido de que la 
motivación de este proyecto de ley está en los derechos del usuario. El usuario uruguayo de servicios 
postales afronta problemas, por lo menos, en cuatro dimensiones. Una de ellas es la dimensión de 
precios. Existe una inequidad muy marcada entre los precios a los que accede el usuario corporativo y 
el usuario individuo, porque el primero tiene una sobreoferta de la que no goza el segundo y además 
en el mercado corporativo está restringida la demanda por la existencia de las autoprestaciones. Estas 
retiran del mercado un importante caudal de objetos postales, lo que hace que el usuario corporativo se 
enfrente a un mercado de sobreoferta y de demanda restringida y ello, en cierto modo, pulveriza los 
precios. Los precios están muy afectados en ese sector y eso de alguna manera genera esa distorsión, 
porque por ejemplo por un producto de determinado valor el usuario corporativo paga un precio muy 
inferior al que abona el usuario persona. Aclaro que esa es solamente una dimensión del problema: la 
del precio. 


Hay otra dimensión: la calidad. Las condiciones de entrada al sector son extremadamente 
laxas, y esto lleva a que exista alrededor de un centenar de operadores registrados, más una cantidad 
indefinida -tal como ya se dijo- de operadores informales. En cuanto a la laxitud en las condiciones de 
entrada podemos señalar que por ejemplo no es requisito tener una infraestructura para operar en el 
sector. Es decir que una empresa de mediano o gran porte -puede ser de transporte de pasajeros- 
puede utilizar -y algunas lo hacen- como planta de procesamiento de su paquetería los andenes de las 
terminales de ómnibus, algo que es habitual en el interior del país. También podemos poner el ejemplo 


de una empresa de mensajería de Montevideo que puede funcionar en un apartamento. Con esto 
pretendo ilustrar que las condiciones y requisitos de acceso para ser un operador son extremadamente 
laxos y ello disuade la inversión, porque es muy difícil recuperar una inversión cuando otro operador 
puede ingresar al sector sin hacerla; en definitiva, de esa forma se erosiona la calidad del servicio que 
se presta. Lo cierto es que si no se dispone de una buena infraestructura, la promesa del servicio del 
sector -aclaro que no estoy hablando solamente del operador designado- estará muy por debajo de lo 
que el país podría dar, teniendo en cuenta que se trata de un territorio que cabe en un círculo de 600 
kilómetros de radio. Como además el regulador no tiene las fortalezas que se necesitan para poder 
fiscalizar las operaciones de todos los operadores actuantes, es indispensable fortalecerlo en este 
proyecto de ley. Hoy tenemos un regulador débil que de algún modo junto con la facilidad de acceso al 
sector favorece la erosión de la calidad, y esa es la segunda dimensión del problema que afronta el 
usuario de los servicios postales. 


Tenemos una tercera dimensión de problemas y es la eficiencia del sector en su conjunto, y no 
solamente del operador designado. El primero le impone al usuario ineficiencias y costos sociales 
elevados debido, justamente, a que la inversión está disuadida y ello lleva a la ineficiencia de los 
operadores formales. A los problemas de precio, calidad y eficiencia, se suma la indefinición de 
derechos y obligaciones de los usuarios porque la normativa es dispersa en esta materia y en algunos 
casos, inclusive, confusa. Quiere decir que no están consolidados en un mismo cuerpo normativo y 
tampoco están explicitadas las obligaciones de los usuarios. Cuando decimos usuarios es importante 
tener en cuenta que no estamos hablando solamente de personas físicas. El usuario del servicio postal 
es un impositor de correspondencia o un receptor de correspondencia. Desde la perspectiva de la 
imposición, el 9% del volumen es impuesto por usuarios corporativos. Cuando hablamos del usuario 
estamos diciendo que el 90% de las imposiciones ocurren desde empresas. Cuando lo miramos desde 
la perspectiva de la recepción, el 70% del volumen es recibido por individuos, es decir que el grueso 
del caudal es de empresas a personas. Hay que tener en cuenta que tenemos un 90% de la imposición 
en empresas y un 10% en personas y, además, un 70% de la recepción en individuos y un 30% en 
empresas; más o menos así se compone el panorama de los usuarios. Vemos que hay un fuerte peso 
del usuario corporativo que, reitero, no tiene explicitado sus derechos ni tampoco sus obligaciones. Por 
consiguiente, este proyecto de ley también introduce una solución a esa cuarta dimensión del 
problema: la explicitación de los derechos y las obligaciones de los usuarios. Entonces, el proyecto de 
ley está muy enfocado en el usuario y en las debilidades estructurales del sector, que convergen en 
problemas de precios, de calidad, de eficiencia y de derechos y obligaciones. 


SEÑORA DOLINKAS.- Antes de comenzar a analizar el articulado me gustaría referirme a lo que el 
ingeniero Lezcano acaba de mencionar sobre el sector. 


En realidad, desde la visión del regulador vemos a este proyecto de ley como una oportunidad 
de contar con una normativa o un cuerpo jurídico que nos permita fortalecer nuestra actuación y así se 
podrían mejorar una cantidad de actividades. La ley que define al Servicio Postal Universal, es decir la 

N? 17.930, habla de cartas y productos postales de hasta dos kilogramos de peso. Por tanto, si la 
Ursec quisiera inspeccionar a alguien -de hecho ya ha sucedido- que manejara paquetes de más de 
dos kilogramos, legalmente se encontraría con ese problema. Entonces, la gente que se encarga de 
hacer esa tarea se ha encontrado con esa restricción. Para nosotros el proyecto de ley es una 
oportunidad para reunir una normativa que está dispersa y es obsoleta en un solo cuerpo que regule a 
todos los actores del sector, fortaleciendo de ese modo a quienes integramos esta actividad. Además, 
de esta manera conferimos al regulador una solidez que hoy no tiene. La Ursec ha tenido que utilizar 
algún tipo de estrategia frente a la incapacidad que significa no contar con el número suficiente de 
personas o inspectores para cumplir con las distintas tareas y lo que ha hecho es analizar la 
información que proveen los distintos operadores. 


Es importante resaltar que desde hace mucho tiempo la Ursec viene reclamando la posibilidad 
de cruzar información dado que los distintos operadores, ya sea de los servicios postales o de 
telefonía, tienen que tributar y entregar diferentes tipos de datos. Entonces, a nosotros nos sería muy 
útil que la DGI nos permitiera cruzar información con ellos porque hasta el momento, cada vez que se 
requirió información, no fue posible obtenerla. En ese marco estamos trabajando y me gustaría que ello 
se tuviera en cuenta. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido disculpas, pero tengo que retirarme. 


SEÑOR LEZCANO.- Quisiera enfatizar algunas consideraciones generales del proyecto de ley antes 
de ingresar al análisis del articulado. Por ejemplo, el proyecto de ley se aplica a todos los prestadores 
de servicios postales nacionales e internacionales. Aquí enfatizamos el hecho de que es un proyecto 
de ley que procura resolver las debilidades estructurales del sector, ya que no se trata de una 
normativa específica para el Correo. Es una iniciativa que adopta las definiciones establecidas en las 
actas de la Unión Postal Universal vigentes y provee explícitamente de algunos conceptos 
complementarios, como por ejemplo los relativos al servicio postal. Explicita, también, la noción de 
encomienda postal nacional e internacional a fin de proveer la definición de carga por excepción como 
todo otro envío que no sea encomienda postal. Ello fortalece la posición reguladora de la Ursec, que al 
día de hoy afronta algunas dificultades en materia de fiscalización cuando se argumenta que somos 
operadores de carga y no estamos regidos por este marco normativo, sino que lo estamos por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. De algún modo, este proyecto de ley pone el énfasis -dedica 
un capítulo entero- a definiciones de conceptos que son más que un glosario y pretenden aclarar los 
términos para todos los actores. 


Otro aspecto que nos interesa destacar sobre el contenido del proyecto de ley es que 
garantiza el acceso de cualquier operador postal a la totalidad o parte de la red postal de otro operador 
y que la Ursec laudará en caso de desacuerdo en las tarifas. 


SEÑOR ABREU.- ¿Podría dar un ejemplo? 


SEÑOR GARÍN.- Un ejemplo sería el caso de que un operador solicite utilizar la red del Correo. Hoy el 
Correo podría encontrarse en la posición de negarse a que se utilice la red. Lo que pretende este 
proyecto de ley es que exista una red eficiente a nivel de país, que no existan varias redes y que un 
operador no permita que otros la utilicen. Actualmente el operador designado no tiene la obligación de 
prestar a otro operador la prestación del servicio. De esta forma, el Estado busca garantizar una red 
eficiente, es decir, optimizar la red sin importar de quien se trate. 


SEÑOR ABREU..- Tengo una duda con respecto al asunto del usuario, relativo a los cuatro elementos a 
que el ingeniero hacía mención: los precios, la calidad, la ineficiencia y la indefinición de los derechos y 
obligaciones, ya que para mí el tema del precio es muy importante. Parecería que el usuario 
corporativo tiene una ventaja adicional frente al individuo que carece de capacidad de negociar, por el 
volumen o por lo que fuera. ¿Esta ley puede ayudar a garantizar una nivelación de precios o queda 
simplemente reconociendo esa realidad como un hecho inmodificable? 


SEÑOR LEZCANO.- Seguramente, las ventanas de precios que un usuario corporativo pueda tener en 
cuanto al volumen las va a poder seguir negociando en lo que tiene que ver con el mercado abierto de 
servicios que se dan en competencia, que generalmente son servicios de valor agregado. 


Este proyecto de ley procura resolver los elementos distorsionados o las debilidades 
estructurales del sector que habilita esa brecha de precios. A modo de ejemplo, el proyecto de ley 
procura fortalecer al regulador para evitar que la existencia de operadores no autorizados contribuya a 
ampliar esa brecha de precios, algo que actualmente, sumado a la evasión y a la informalidad, está 
sucediendo. La sobreoferta para empresas y los escasos requisitos para operar en el sector asociados 
a la existencia de operadores no autorizados, también aumenta esa brecha de precios. Si resueltas 
esas debilidades estructurales, distintos competidores están en condiciones de tener economías de 
escala que le permitan negociar precios diferenciales, habrá precios diferenciales. Lo que se procura 
es que esos precios diferenciales no se construyan sobre la base de debilidades estructurales del 
sector o por lo menos que no lo hagan sobre la base de la informalidad -el empleo informal es uno de 
los graves problemas que afronta el sector- de la irregularidad o de la evasión. Es decir que se trata de 
que esos elementos, que son fallas estructurales del sistema, no contribuyan al aumento de la brecha 
de precios. Reitero que si esta se construye en el marco de una competencia legítima -como podría 
serlo en cualquier otra actividad económica- sería razonable que este proyecto de ley no se oponga a 
ello; no está en su espíritu hacerlo. Sí está en el espíritu del proyecto de ley resolver esas debilidades 
estructurales, como también lo son la existencia de subsidios cruzados. Es el caso, por ejemplo, de un 
operador que recibe un subsidio en el combustible para transporte de pasajeros y lo utiliza para 
erosionar el precio de las encomiendas que llenan la bodega. 


El propósito del proyecto de ley no es uniformizar el precio forzosamente, sino limpiar la 
competencia. 


Retomando el tema inicial, hay algunas consideraciones generales que me gustaría colocar 
sobre la mesa antes de comenzar con el detalle del articulado, como ser que el proyecto de ley 
introduce el concepto de responsabilidad subsidiaria. Uno de los aspectos problemáticos de la 
perspectiva del usuario es la ausencia de derechos y obligaciones. Concretamente, el artículo 7* del 
proyecto de ley establece: “Los Usuarios que de mala fe contraten servicios postales a operadores no 
registrados, que incumplan las disposiciones de la presente Ley o actúen de manera informal, serán 
subsidiariamente responsables de las infracciones que aquellos cometieran.” Justamente, se procura 
extender -teniendo en cuenta que cuando hablamos de usuarios estamos hablando de que el 90% de 
la imposición es establecida por usuarios corporativos y empresas formales- esa obligación sobre 
quien contrate los servicios en forma irregular o contraviniendo lo dispuesto por la ley. Se trata, 
entonces, de la formalización de obligaciones que al día de hoy no está presente en el marco 
normativo. Antes de ingresar al detalle del articulado me interesaba enfatizar este asunto que está 
dentro de las consideraciones generales. 


SEÑOR ABREU.- El tema de la subsidiaridad es muy importante. Si alguien contrata subsidiariamente 
a una empresa que, por ejemplo, incumple o no tiene la debida formalidad, al ser subsidiariamente 
responsable ¿puede extenderse eso a una responsabilidad en materia tributaria? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- En ese caso, se estaría actuando de mala fe. 
SEÑOR ABREU.- Exactamente. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Por esa razón se incorporó específicamente la expresión “de mala fe”, 
porque alguien puede actuar de buena fe y por lo tanto estará eximido. Este es un tema para los 
abogados. 


SEÑOR LEZCANO.- Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos pasar al detalle del 
articulado. 


El Capítulo | determina el ámbito del objeto de la ley, que es el régimen general de las 
actividades postales, y establece algunos principios generales de los que nos interesa remarcar 
especialmente la obligación que asume el Estado de prestar el Servicio Postal Universal. De algún 
modo, esto reafirma la ratificación de los convenios internacionales que el Estado ya ha ratificado por 
ley. Asimismo, asegura la prestación de los servicios postales con las características que se detallan en 
el cuerpo del articulado. Básicamente, internaliza las definiciones de las actas de la Unión Postal 
Universal -UPU- y garantiza la protección de los derechos del usuario. 


Se reconoce que estamos en un ámbito de prestación de servicios mixto, donde coexiste la 
actividad del operador público en competencia con operadores privados. Quiere decir que se mantiene 
el régimen mixto. 


Como ya habíamos analizado los conceptos de concurrencia y competencia, no voy a 
abundar sobre ellos. 


Tal como mencionamos anteriormente, en el artículo 3% se establece que el ámbito de 
aplicación es “el conjunto de los servicios postales nacionales e internacionales procesados por la 
totalidad de los Prestadores de Servicios Postales y las relaciones que se generen entre ellos, los 
Usuarios y el Regulador”. 


En el Capítulo ll se profundiza bastante en los conceptos, no solamente con la intención de 
glosario, sino como forma de aclarar algunos aspectos que en el contexto actual son confusos. 


Se comienza por el concepto de Servicios Postales y de las actividades principales 
comprendidas -de admisión o recepción, de procesamiento, de transporte y de distribución o entrega- y 
se define expresamente lo que es el Servicio Postal Universal, que se plantea como una obligación del 
Estado. Como decía anteriormente, se marca la diferencia entre carga y encomiendas. 


Asimismo, en este capítulo se detallan los actores y se define el rol del Estado, del regulador 
-al que luego se dedica un capítulo completo- del operador designado -al que también luego se destina 
un capítulo, que incluso incluye algunas modificaciones a la Carta Orgánica de la ANC- de los 
operadores privados y de las personas jurídicas habilitadas, sobre las cuales, acoto, estuvimos 
profundizando en la necesidad del concepto. Precisamente, las personas jurídicas habilitadas, el 
operador designado y los operadores privados están incluidos en estas definiciones dentro de la familia 
de prestadores de servicios postales. Los autoprestadores no forman parte del conjunto de prestadores 
de servicios postales. Hago esta aclaración porque más adelante en la iniciativa se señala que los 
prestadores de servicios postales están obligados a participar en el Fondo de Financiamiento del SPU 
a través de la Tasa de Financiamiento. Corresponde aclarar que el Fondo de Financiamiento no se 
nutre solamente de la tasa. 


Luego de definir a los prestadores -sobre lo que no voy a abundar porque ya fue objeto de 
aclaraciones anteriores- se hace mención a qué se entiende por usuario. De esta forma se cierra el 
Capítulo Il, Definiciones. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera formular una pregunta de carácter global. 


No soy muy partidario de que en el artículo 1%, relativo de la ley, se establezcan los 
fundamentos de la norma. En la parte dispositiva se dispone la ley y personalmente me inclino porque 
los fundamentos estén incluidos en la exposición de motivos. 


Por otro lado, me interesa señalar que en el literal A del artículo 2* del primer capítulo se dice 
que el Estado “Cumplirá la obligación de prestar el Servicio Postal Universal”; y luego, en la página 13 
del proyecto de ley, cuando se alude a los actores del sector postal, se establece: “Estado. El Poder 
Ejecutivo es el titular de la prestación del servicio público postal”. Quiere decir que el Estado, persona 
pública mayor, ingresa a otro nivel más descentralizado cuando se habla de que -lo reitero- “El Poder 
Ejecutivo es el titular de la prestación del servicio público postal”. Entonces, ya no se trata del Estado, 
que es al que se hace referencia en el literal A del artículo 2% donde se definen los principios 
generales. 


Simplemente consulto si entienden coherente esta forma de hacer una definición o si tal vez 
al mencionar al Estado no sería necesario aludir al Poder Ejecutivo, dado que se trata de una 
competencia natural. 


SEÑOR HEBER.- Mi pregunta refiere al numeral 7 del artículo 5% del proyecto de ley. Quisiera saber 
hasta dónde se puede llegar en esta instancia. Se dice respecto a los autoprestadores: “Son aquellas 
personas jurídicas que admiten, procesan, transportan o distribuyen envíos de correspondencia y 
demás envíos postales que circulen entre sus propias oficinas”, etcétera. No me imagino muy bien el 
concepto y me gustaría saber si por ejemplo aquí, dentro del Palacio Legislativo, tenemos una 
situación de regulación de estos actores. 


SEÑOR LEZCANO.- El proyecto de ley excluye del grupo de prestadores de servicios postales a los 
autoprestadores, justamente, para que queden eximidos de las obligaciones de participación en la 
tributación y de la regulación. Un ejemplo muy característico de este punto es el caso de la circulación 
de documentación bancaria entre casas matrices y sucursales, que no es objeto de esta regulación y 
por eso quedan expresamente excluidos de los autoprestadores. Se los define y por el cuerpo de la 
iniciativa se advierte que los demás están expresamente incluidos. 


SEÑOR GARÍN.- Quisiera hacer una aclaración con respecto al ejemplo que plantea el ingeniero 
Lezcano. En el caso de una entidad bancaria que envía valijas con documentación desde la casa 


central a sus sucursales se trataría de una autoprestación si lo realiza con personal propio, pero en el 
momento en que tiene que contratar a alguien ya aparece la figura del operador postal. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- El concepto de un envío postal es que el remitente y el destinatario sean 
personas distintas. En el caso de la autoprestación, como el remitente y el destinatario es la misma 
persona no se considera una actividad o un envío postal y por eso quedaría fuera del marco normativo 
y del alcance de este proyecto de ley. 


SEÑOR LEZCANO.- El Capítulo Il refiere a los derechos y obligaciones de los usuarios de servicios 
postales. Se define el concepto de usuario y se detallan con bastante extensión los derechos que les 
son inherentes, como por ejemplo el secreto de las comunicaciones postales, la inviolabilidad de los 
envíos postales, el derecho de reclamación, el derecho de información sobre los servicios postales, los 
derechos de denuncia, el derecho a percibir indemnización, el derecho a la propiedad de los envíos 
postales y el derecho a la identificación del prestador de servicios postales interviniente. En particular, 
este derecho nos interesa asociado a lo que habíamos mencionado en las consideraciones generales 
respecto a las redes compartidas. Dado que ahora un operador no podrá negarse a que las piezas 
postales de otro operador circulen por su red, resulta relevante que circulen con identificación explícita 
del prestador de servicios postales interviniente. 


SEÑOR ABREU.- Voy a poner un ejemplo: Uruguay va a firmar un acuerdo con Argentina que refiere a 
la obligación de brindar información tributaria. ¿Esto es una excepción que le ponemos a la 
información o cede frente a la obligación de trasmitir información que solicite el Estado argentino 
porque quiere información tributaria que puede existir en alguna comunicación postal? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- El contenido de una correspondencia es inviolable. 


SEÑORA DOLINKAS.- La correspondencia es inviolable y para abrirla necesitaríamos una orden 
judicial. 


SEÑOR LEZCANO.- El Capítulo IV se refiere al Servicio Postal Universal y a algunos actores claves. 


En primer lugar, se define al Servicio Postal Universal y, luego se abordan los temas 
relacionados con los costos y el financiamiento. El SPU está definido en términos de los productos y 
servicios como de las condiciones de prestación. Es muy importante tener en cuenta que las 
condiciones de prestación son parte inherente de la definición del servicio. El SPU es un conjunto de 
piezas que fluye a través de un operador obligado a determinadas condiciones. Particularmente, las 
condiciones de cobertura son las que hacen la diferencia entre el operador designado y los demás 
concurrentes en la prestación del servicio, como lo aclaró en su momento la contadora Pérez Montero. 


Asimismo se establecen las obligaciones del operador designado, entre ellas, llevar una 
contabilidad analítica separada que permita conocer los costos de la prestación del Servicio Postal 
Universal y los de la prestación de otros servicios. 


Por su parte, en el Literal F) del artículo 12 se establece que el operador designado no podrá 
utilizar las fuentes de financiamiento del Servicio Postal Universal para financiar los servicios postales 
que preste en régimen de competencia y fuera del ámbito del mismo. 


Los señores Senadores podrán observar que en los capítulos referentes a los operadores 
privados hay obligaciones análogas. Es decir que todo operador privado que reciba por alguna causa 
subsidios no podrá utilizarlos en la prestación de servicios postales. De algún modo, aquí se resuelve 
esa debilidad que denunciábamos al principio y que tiene que ver con el uso de subsidios cruzados. 


En este capítulo también se crea el Fondo de Financiamiento, que se nutre de los ingresos 
que el operador designado percibe por la prestación del SPU, de la tasa de financiamiento del SPU, de 
los aportes presupuestales que el Estado pudiera hacer en leyes de Presupuesto y en Rendiciones de 


Cuentas y de otras fuentes de ingreso como donaciones y legados, y de los rendimientos derivados de 
las operaciones financieras en las que se mantengan las disponibilidades del Fondo. 


En el artículo 16 se crea la tasa que pagarán los usuarios de los servicios postales y 
establece una diferencia entre la obligación de los usuarios y la de las personas jurídicas habilitadas. 


En el caso de los usuarios se establece como tasa el 10% del precio, excluido el Impuesto al 
Valor Agregado del envío del producto postal, exceptuando los envíos correspondientes al Servicio 
Postal Universal. Si se cursa una pieza a través del operador designado, esa pieza está exenta de la 
tasa de financiamiento del Servicio Postal Universal, pero todas las otras piezas que no formen parte 
de este Servicio estarán sujetas a una tasa del 10% del precio. Para el caso de las personas jurídicas 
habilitadas, como no existe un precio, se mantiene el régimen de costo fijo. 


Se trata de resolver una inequidad importante que había en la tasa actual. Como lo explicó la 
contadora Pérez Montero, en el modelo actual la tasa representa un porcentaje ínfimo del total de los 
requerimientos del operador designado. ¿Quiénes están obligados en la actualidad a tributar? Hoy 
pasan a estar obligados todos los usuarios que trafiquen cualquier pieza que no sea del Servicio Postal 
Universal. Esto hace que el balance de participación de algunos de los segmentos que concentran la 
mayor parte del ingreso del sector pase a ser más significativo en el financiamiento del Servicio Postal 
Universal. Si la Comisión entiende necesario podemos aportar un análisis complementario de la 
situación actual y de la proyectada con esta nueva propuesta. 


SEÑOR ABREU.- Siempre he tenido una visión sobre el rol de las unidades reguladoras. Desde un 
principio he sostenido que deben gozar de independencia técnica y funcional adecuada. El criterio 
cambió y ahora dependen del Poder Ejecutivo y eso les quita cierta autonomía para funcionar, pero es 
un tema laudado. 


El artículo 10, que se refiere a las condiciones de prestación, en su primer párrafo dice: “El 
Estado se obliga a la prestación del SPU en el territorio nacional en condiciones y niveles de calidad 
definidos en la política pública dictada por el Poder Ejecutivo”. Entiendo que las condiciones de 
frecuencia, tiempos de entrega, confiabilidad y seguridad están en manos del Poder Ejecutivo y no de 
la Unidad Reguladora. ¿No sería más razonable que la Unidad Reguladora, por su especialización en 
el manejo del tema, sea la que establezca los criterios o por lo menos la desagregación de los niveles 
de calidad en lugar de que lo haga el propio Poder Ejecutivo? 


Por otro lado, en el último inciso del artículo 16 hay un overhead que corresponde a la Ursec, 
que lleva el 10% por la administración de la recaudación del Fondo. Entonces, hay una especie de 
proventos -por decirlo de alguna manera- no presupuestales; es un porcentaje importante y va a 
financiar la actividad de la Ursec, más allá de los temas vinculados exclusivamente a los servicios 
postales. 


En suma, me gustaría saber cómo perciben este tema en materia de competencia y de 
financiamiento. 


SEÑORA DOLINKAS.- Con respecto a la primera pregunta, lo que dice el señor Senador es exacto, ya 
que actualmente se hace el seguimiento. La Ley N* 17.930 y el decreto reglamentario establecen las 
condiciones de prestación de lo que hoy está definido como SPU, y se hace a través de la Ursec. 


En cuanto al segundo punto, debo decir que también se trata de una situación que está 
prevista actualmente en la normativa; la Ursec tiene un 9,49, porque se hace una especie de detalle en 
relación a cuál es el costo que le insume a la Unidad Reguladora, teniendo en cuenta las horas 
hombre, especializaciones y utilización de vehículos de funcionarios que actualmente están dedicados 
al control y la recaudación de la tasa. No sé exactamente si la pregunta del señor Senador refiere a por 
qué esto es así. 


SEÑOR ABREU.- Mi pregunta apuntaba a la autonomía en el manejo de fondos o de determinados 
recursos que se perciben por un porcentaje, como contrapartida a la administración de la recaudación 


del fondo. Esto es casi automático; es decir, lo que la Ursec va a recibir va a ser una suma importante. 
Entonces, teniendo en cuenta esa suma, ¿la Ursec funciona organizada con determinada línea, o 
puede tener autonomía para contratar? Pregunto esto porque podemos estamos hablando de cifras 
muy importantes. 


SEÑORA DOLINKAS.- Efectivamente, cualquier tipo de inversión que se realice debe estar 
desagregada. Por ejemplo, si se necesitara la contratación de personal porque no hay técnicos o 
analistas, tendríamos que pedir la apertura de ese crédito, desglosar en cada caso el porcentaje y 
explicar para qué va a ser utilizado. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- La compañera Dolinkas, al referirse a la primera pregunta en cuanto a quién fija 
las condiciones de prestación del servicio, dijo que era la Ursec. Quiero aclarar que, en realidad, se 
trata de un decreto reglamentario del Poder Ejecutivo. Lo que hace la Ursec es fiscalizar y controlar el 
cumplimiento de esas condiciones. Entonces, el decreto es propuesto por la Ursec, lo eleva al Poder 
Ejecutivo y este lo dicta; formalmente, se trata de un decreto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR LEZCANO.- En el Capítulo V se define la naturaleza jurídica, expresando en el artículo 17 que 
“Los servicios postales son considerados servicio público nacional y por ello deben ser prestados por el 
Estado, sin perjuicio de la concesión de su explotación a los particulares, regulando su ejercicio”. Se 
establece, además, el régimen de concurrencia para el SPU, y el de competencia para los demás 
servicios públicos postales. Además, se le atribuye a la Ursec la reglamentación de las condiciones de 
prestación. 


Asimismo, en este capítulo se crea el Registro General de Prestadores de Servicios Postales, 
que queda a cargo de la Ursec. A través de este instrumento se comienza a resolver el otro asunto 
estructural que mencionábamos, relativo a la existencia de operadores no registrados. Justamente, al 
crearse este Registro se establecen las obligaciones del potencial prestador, como la de inscribirse en 
tal Registro, los tipos de licencias, certificados, condiciones para el mantenimiento de la inscripción y 
las previsiones inherentes al régimen de registro. A su vez, se establece el régimen de infracciones y 
sanciones y las condiciones para la pérdida de la licencia. 


Estos serían, entonces, los contenidos generales del Capítulo V. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Quería aclarar algo con respecto a una inquietud que planteó el señor 
Presidente en esta sesión en cuanto al arribo fuera de tiempo de las facturas de Antel. Justamente, el 
Registro General de Prestadores de Servicios Postales incluye a la totalidad de los prestadores, es 
decir, los operadores postales propiamente dichos, el operador designado y las personas jurídicas 
habilitadas. Por lo tanto, estas últimas, al tener que estar registradas en este Registro, van a tener que 
reunir toda la información en cuanto al cumplimiento de sus obligaciones postales para con terceros. 
Además, el servicio postal estará bajo control de la Ursec. Entonces, esperamos que el problema que 
tuvo el señor Presidente en cuanto a que la factura le llegó el mismo día del vencimiento, no vuelva a 
suceder más. 


SEÑOR LEZCANO.- El Capítulo VI desarrolla el papel de la Ursec como órgano regulador. Se la 
autoriza a intercambiar información con otros organismos nacionales que lo requieran y se la dota de 
facultades inspectivas para desarrollar su labor. A este tema se refirió hace unos momentos la doctora 
Dolinkas. 


Se le confiere la competencia para resolver conflictos y se le comete la rendición del plan al 
Poder Ejecutivo, con la separación de cuentas del operador designado. Además, se le comete a la 
Ursec el Registro General de Empresas Prestadoras de Servicios Postales, con el detalle de las 
condiciones de inscripción y las modalidades de permiso. A su vez, se detallan las infracciones. 


SEÑOR ABREU.- En el literal B del artículo 34 se habla de requerir información a dependencias del 
Estado, y al final del párrafo se expresa: “entendiéndose relevado el secreto que estas puedan tener 
por normativa vigente”. Es decir, aquí existe la posibilidad de que la propia Ursec levante el secreto que 


puedan tener algunos de los organismos a los que se requiera información, de acuerdo con la 
normativa vigente. ¿Es así? 


SEÑORA DOLINKAS.- A mi juicio, no se trata de que la propia Ursec levante el secreto; en realidad, el 
espíritu de este artículo es que, en el caso de que existiere por algún motivo algún tipo de 
impedimento, el mismo quedará levantado a los solos efectos de obtener información. Generalmente, 
se trataría básicamente de un cruce de información relativa al pago de tributos. 


SEÑOR LEZCANO.- El Capítulo VII está referido al operador designado y modifica parcialmente la 
Carta Orgánica de la Administración, atribuyéndole facultades de acordar la participación público- 
privada que estime conveniente, exclusivamente para el desarrollo de sus obras de infraestructura 
física y tecnológica y de negocios con vinculación internacional. Además, determina que la 
Administración Nacional de Correos es la prestadora del servicio público postal, por sí misma o por 
agentes oficiales, y que es la única competente para prestar el servicio postal universal y realizar la 
emisión de valores postales. También modifica normativas referentes a las franquicias postales. 


El Capítulo VIIl se refiere a los operadores privados, brindando el concepto y disponiendo 
que deberán inscribirse en el Registro General de Prestadores de Servicios Postales. Asimismo, 
establece las obligaciones de secreto, inviolabilidad y prestación de los servicios con niveles de 
calidad; determina que debe brindar toda la información que requiera la Ursec y que deben ser agentes 
de retención de la Tasa de Financiamiento del Servicio Postal Universal. También les impone llevar la 
contabilidad analítica separada y auditada que impida el uso de subsidios cruzados, así como admitir el 
acceso de funcionarios de la Ursec a sus instalaciones; especificamente dispone: “Admitir el acceso y 
supervisión de su funcionamiento por los funcionarios designados al efecto por la Ursec, poniendo a su 
disposición toda documentación que les fuera requerida”. 


El artículo 41 trata el acceso a la red postal de los operadores, del que ya hablamos cuando 
hicimos las consideraciones generales. 


El artículo 42 refiere a las tarifas de acceso a la red postal y confiere a la Ursec el poder de 
laudar en caso de conflictos por las tarifas de uso de las redes compartidas. 


El Capítulo IX habla sobre el concepto de personas jurídicas habilitadas, tema sobre el que 
hemos abundado en las consideraciones previas. También dispone su inscripción en el Registro 
General de Prestadores de Servicios Postales -tal como lo aclaraba recientemente la contadora Pérez 
Montero- establece un plazo para la inscripción provisoria y, entre otras obligaciones, destaca la de 
verter mensualmente el producido de la Tasa de Financiamiento del Servicio Postal Universal y no 
aplicar prestaciones que reciba por el desarrollo de otros servicios públicos a las prestaciones de las 
actividades postales. Asimismo, les impone la obligación de llevar contabilidad analítica separada y 
auditada, de manera de diferenciar los costos de los servicios propios de los costos de los servicios 
postales. 


El Capítulo X habla de las derogaciones de aquellas disposiciones legales concordantes o 
complementarias que se opongan al proyecto de ley. 


El Capítulo Xl establece una disposición transitoria con el fin de habilitar la regularización y 
adecuación de los prestadores de servicios postales que se encuentren en actividad cuando se 
apruebe este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la concurrencia y los aportes de nuestros visitantes. Considero 
que fue una reunión extremadamente útil por todos los aportes que hicieron y por todas las preguntas 
que el señor Senador Abreu realizó que, sin duda, ayudaron a la consideración del proyecto de ley. 


La próxima semana concurrirá el Directorio de la Administración Nacional de Correos y, 
cuando analicemos artículo por artículo y los pongamos a votación, vamos a necesitar la presencia de 
técnicos -ustedes decidirán los nombres- para que nos ayuden ante cualquier pregunta que pudiera 
surgir. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 2 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


